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Poder Judicial de la Nación

SALA CIVIL L


Expte. N° 24088/01 (L. 603.030)- Juzgado 59- “Miraglia Julia c/ Miranda Domingo s/ daños y perjuicios”

En Buenos Aires, a los     13            días del mes de noviembre del año dos mil doce, encontrándose reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Sala “L” de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil a fin de pronunciarse en el expediente caratulado “Miraglia, Julia c/ Miranda, Domingo s/ daños y perjuicios”, de acuerdo al orden de sorteo, el Dr. Liberman dijo:   

I.- Contra la sentencia de fs. 1066/1076 recurre el demandado Miranda, expresando agravios a fs. 1093/1096. A fs. 1103 también alzó quejas la codemandada Dirección Nacional de Vialidad, las que fueran contestadas a fs. 1112/1114. Por último, hizo lo propio la parte actora a fs. 1107/1110.

II.- El juez de grado hizo lugar a la demanda que entablaran la viuda e hijas de quien en vida fuera Julio Miraglia, condenando a Domingo Miranda y a la Dirección Nacional de Vialidad a resarcirlas por el siniestro acaecido el 28 de marzo de 1998.

El hecho ocurrió, según los actores, cuando Miraglia circulaba a bordo de su automóvil Renault Twingo por el carril izquierdo de la Autopista 9 de Julio, en dirección hacia Avellaneda. Al llegar a la altura en donde dicha autovía se une con el nuevo Puente Pueyrredón, un rodado marca Ford Escort, dominio SPE- 750, que circulaba hacia Capital Federal, se cruza de mano en forma violenta e intempestiva, embistiendo frontalmente su auto, circunstancia ésta que produjera en forma casi inmediata su deceso.

El Ford Escort se dirigía hacia Capital Federal, cuando aparentemente un camión que iba en su misma dirección, lo impactó en su parte lateral trasera. Esto habría provocado la pérdida total de control por el demandado, quien se cruzó a mano contraria de la autopista, impactando el frente del rodado manejado por Miraglia. El camionero se dio a la fuga.

III.- Habiendo sido motivo de agravio la decisión relativa a la responsabilidad, me abocaré en primer término a su tratamiento.

El demandado Miranda se agravia por la  responsabilidad que se le carga. Considera que  ha quedado desvirtuada porque se ha demostrado la intervención de un tercero por quien no debe responder. Y asegura que tuvo la entidad suficiente para provocar el evento dañoso. Esto surgiría de las declaraciones testimoniales, la causa penal, y de las pericias técnicas efectuadas tanto en sede penal como en estos actuados.

De lo expuesto por las partes surge que el hecho no se encuentra controvertido, sino la mecánica y las responsabilidades emergentes. Entonces habrá que centrar el estudio en los elementos probatorios a fin de poder determinar las causas. Analizadas las constancias de autos, adelanto mi coincidencia en torno a lo decidido sobre responsabilidad. Ello es así ya que los argumentos vertidos por los demandados no logran conmover el fundamento de la decisión  a la que arribara el primer sentenciante.

En primer lugar, tratándose de colisión de automotores en movimiento, se mantiene operativa la responsabilidad por riesgo de la cosa. No se produce una neutralización de los generados por su circulación. Subsisten las presunciones de responsabilidad que consagra el art. 1113, 2 párrafo, parte final, del Código Civil, e incumbe a los litigantes a demostrar las circunstancias eximentes liberatorios. Esto es: se parte de una responsabilidad objetiva de fuente legal.

Ahora bien, para llegar a la exclusión de la responsabilidad, la culpa (o el hecho) del tercero debe constituir la causa generadora del hecho dañoso. En el caso de autos, quien se encontraba al volante del Ford Escort perdió completamente el control de su rodado, invadió los carriles que van en sentido contrario, provocando el accidente que costó la vida a Julio Miraglia. Esta pérdida de control es una infracción grave a las normas de tránsito y hace presumir negligencia o imprudencia. Por tanto, si a la responsabilidad objetiva se suma una subjetiva, las pruebas en contrario deben ser todavía más rotundas. La eximición de responsabilidad debe surgir con claridad. Nada de eso se puede concluir con las pruebas. Las declaraciones testimoniales obrantes en la causa penal N° 61952 no clarifican al respecto. Todos los testigos aseguran haber visto al Ford perder el control y cruzarse a la otra mano, pero ninguno puede dar certezas de los motivos que llevaron a esa pérdida de control. Nadie pudo afirmar con exactitud si quien manejaba el Ford Escort había perdido el control de su auto previamente o como consecuencia de colisión con el camión. O si este descontrol se debió a una previa maniobra negligente e intempestiva de esquive de Miranda. Como bien afirma el sentenciante, los elementos aportados a la causa no son suficientes para determinar la dinámica del accidente. Seguramente tiene una complejidad que no se puede desentrañar con los elementos a nuestro alcance, al haber ocurrido en una autovía de alto flujo vehicular.

A su vez, los diferentes relatos del hecho realizados por el demandado en sede penal, ante su seguro y en sede civil son confusos. Y estas contradicciones lo perjudican. Al momento de realizar la denuncia de siniestro, manifestó haber sido embestido por un taxi y por una pick up en instantes previos a la perdida de control (ver fs. 81). Y en ocasión de la indagatoria en sede penal explicó el descontrol por una sucesión de hechos y un intento de esquive (ver fs. 304 y sig., causa penal). Es decir, no aportó una versión consistente sobre la cual indagar su veracidad. Estas inconsistencias, justamente, le quitan veracidad y fueron detalladamente explicadas en el primer pronunciamiento (fs. 1070/1, civil).

Por su parte, la Dirección Nacional de Vialidad inicia sus agravios asegurando que la falta de medidas de seguridad en el lugar del hecho no puede considerarse como única causa del siniestro. Asegura que el obrar del codemandado Miranda resulta relevante en la producción del evento. Justamente eso es lo que entendió el juez. No veo entonces que formule una crítica a la sentencia. Pero concluye que el único responsable, de haber ocurrido según lo relata la actora, fue Miranda.

Más allá de las contradicciones en que incurren los agravios, lo cierto es que esta co-demandada no ha aportado prueba que la excluya de la responsabilidad que su omisión a los deberes de conservación y mejoramiento le han generado. Ha habido una falta de servicio. Sostuvo el perito ingeniero que al momento del siniestro el separador central sólo cumplía con dos funciones básicas: dividir la vía y separar carriles opuestos. Más adelante agregó que para vías con altos flujos vehiculares o de condiciones de inseguridad son utilizadas  barreras centrales de contención (ver fs. 859 vta.). Este Puente Pueyrredón se encuentra dentro de esos supuestos. Así se habrá comprendido después, habida cuenta que –como surge de las fotos fs. 997/8- se instaló un guardarrail. Comparto entonces lo decidido el juez de grado respecto de la co-demandada Vialidad Nacional.

Se agravia VN sobre la manera como el sentenciante dispuso la responsabilidad, que considera arbitraria en virtud del art. 701 del Código Civil, toda vez que la solidaridad debe surgir de una voluntad explícita. Noto que VN trae a colación la ley y doctrina referidas a obligaciones solidarias, no a las concurrentes.

Ahora bien, estamos frente a dos causas (fácticas) distintas generadoras de la obligación resarcitoria. Por un lado el obrar culposo del conductor (sumado a la responsabilidad legal objetiva) -que sería la principal causa-, y por otro, un elemento causal coadyuvante a la consumación del hecho dañoso: el incumplimiento por omisión del demandado VN.

Creo que en realidad sin la participación de alguno de estos elementos, la colisión no habría ocurrido. Hay una causalidad concurrente, hay coautoría. Por acción en un caso, por omisión en el otro. En esto me aparto de lo explicado por el juez y creo que se impone el régimen de solidaridad que marca el art. 1109 del Código Civil.

De modo que, atendiendo a lo pedido por VN, propondré modificar la condena aclarando que se trata de obligaciones solidarias y, por tanto, con facultad de repetición para el supuesto de que alguno de los deudores abonare más allá de la porción de responsabilidad asignada.

Aduce el demandado Miranda que  ha omitido el juez de grado expedirse  sobre la  prescripción por él interpuesta a fs. 90/94. Nada de esto es cierto: a fs. 527/30 el ‘a quo’ rechazó la excepción de prescripción, decisión que fue confirmada por esta sala a fs. 580.

IV.- Me dedicaré ahora al tratamiento de los rubros indemnizatorios que fueron materia de recurso.

Indemnización por fallecimiento – “valor vida”

Mónica Teresa Pigni:

He dicho en otras oportunidades que, cuando se indemniza las pérdidas que los damnificados indirectos sufren por muerte, legitimados ampliamente a través del art. 1079 del Código Civil, se resarcen perjuicios económicos (conf., entre muchos otros: Borda, Guillermo A.; “La vida humana ¿tiene por sí sola un valor económico resarcible?”, E.D. 114-849). Otras consideraciones acerca del valor afectivo, moral o extrapatrimonial de la pérdida de la vida humana quedan reservadas a la estimación dineraria del daño moral, básicamente apreciado desde el punto de vista de la víctima. Esto así, por lo demás, desde que quien pretende indemnización lo hace por sí, por derecho propio, y no como sucesor del fallecido.

La apelante conoce cuál es el criterio mayoritario de esta Sala, toda vez que ha citado el de la Dra. Pérez Pardo.

Además, esta legitimación amplia no implica  presunción de daño sino en el supuesto del art. 1084.  Esto es, viudos e hijos (menores) se ven favorecidos por el criterio del legislador. Criterio que tiene recepción en el art. 1745 del Proyecto de Código Civil y Comercial: a más de los gastos funerarios, la indemnización debe consistir en lo necesario para alimento del cónyuge, conviviente e hijos menores de 21 años con derecho alimentario. Cesa así la presunción legal de daño al llegar a esa edad, salvo que se trate –como con acierto prevé esta norma- de hijos incapaces o con capacidad restringida.

Ahora bien, en el caso de los damnificados indirectos (arg. art. 1079 del Código Civil; art. 1739 del Proyecto), el daño debe ser probado por quien lo invoca. Salvo, como prevé el art. 1744 del Proyecto, que la ley lo impute o presuma, o que sea notorio. Nada de eso ocurre con el daño económico invocado por el hijo mayor de edad, máxime si se ha casado y ha formado familia, aunque luego de separara. Reitero: la prueba debe ser aportada por el reclamante.

En tal entendimiento, comparto con el ‘a quo’ que no ha habido en autos elementos probatorios del daño material concreto que la pérdida de Julio Miraglia causara a su hija Daniela.

Algún testimonio da cuenta de que Julio Miraglia se había desempeñado como asesor en una de las empresas del grupo Acindar, que habría sido director o subdirector, y que mantenía un alto nivel de vida (ver fs. 826).  De  las declaraciones testimoniales vertidas por Calafato (fs. 29), Dios (fs. 30), y Massholder (fs. 31) en el incidente de beneficio de litigar sin gastos surge que Mónica Teresa Pigni vive en un departamento que es de su propiedad,  que compró con el seguro de vida cobrado por la muerte de su esposo (ver fs. 29), y que es empleada de comercio (fs. 33). Es dable mencionar que para que se acredite este supuesto no es necesario demostrar una dependencia exclusiva de la víctima. Dentro de ese contexto infiero, al igual que el juez de primera instancia, que el Sr. Miraglia, quien tenía 56 años, era el principal sostén de la familia. Aunque lejos está de haberse probado (ni se alegó concretamente en la demanda), por ejemplo, que el occiso hubiera realizado muchos viajes a Europa llevando a las hijas.

Julia Miraglia tenía 19 años al momento del accidente. Cursaba la carrera de Geografía. Vivía con su madre y una hermana. Siendo su madre docente, concordantemente con el juez de primera instancia, estimo que aún mayor de edad seguiría bajo cierta dependencia económica, habida cuenta de la función de sostén de familia ejercida por su padre. Esa dependencia sería trasladada –al menos en parte- a lo relativo a vivienda, comida, viáticos, esparcimiento, etc.  Todo ello sin olvidar las distintas implicancias que derivan de la pérdida de su progenitor, traducida en innumerables gastos de manutención generados en un ámbito socio económico relativamente bueno, máxime cuando el aporte dinerario de la víctima era concreto. 

 Emilse tenía 16 años y cursaba el colegio secundario; más adelante inició la carrera de artes combinadas. Manteniendo el mismo razonamiento que el seguido con su otra hermana,  bajo la convicción de que una vez alcanzada la mayoría de edad, por las condiciones socioeconómicas de su familia, cabe presumir que seguirían teniendo cierta ayuda de quien había sido su padre. Es que el juzgador, basándose en el criterio que subyace en el art. 901 del Código, puede aplicar el criterio de normalidad e inferir cómo hubiese sido el curso natural de las cosas. Por esto, y por la aplicación del art. 165 del Código Procesal, propongo confirmar lo otorgado a la viuda, y elevar la partida de Julia Miraglia a $30.000 y la de Emilse Miraglia a $50.000. 

Por último, comparto con el juez de grado lo decidido respecto de Daniela. Estaba casada, vivía en Mar del Plata al momento del deceso de su padre. No habiendo  aportado prueba alguna de que era su sostén económico o colaboraba al respecto, propongo confirmar el rechazo de la partida por ella pedida.

Daño moral 

Para resarcir el daño moral en casos como el que nos ocupa, no es exigible prueba acabada del padecimiento, sino que basta la acreditación de las circunstancias que rodean al hecho y permitan inferir la existencia y extensión. “La indemnización del daño moral no está en función de la representación que de él se hace la víctima (no es concreto), sino en función de su constatación por el juez y de su evaluación objetiva (en abstracto) en el límite de lo reclamado en la demanda” (Bustamante Alsina, en “Responsabilidad civil por irregular prestación...”, L.L. 1996-A, 360, citando a Geneviéve Viney).  Creo entonces que el padecimiento o angustia que lesiona afecciones legítimas, la modificación disvaliosa del espíritu en el desenvolvimiento de sus capacidades, como se conceptúa el daño moral; la sensación de desequilibrio existencial de la persona cuando ocurren eventos como el sufrido por los actores, configura un verdadero daño moral.

La muerte violenta del esposo y padre permite presumir un serio daño moral. Las reclamantes son cuatro personas que debieron soportar la repentina e injusta pérdida. Son presumibles los consecuentes padecimientos, angustias, inquietud espiritual que ello implica.  En ese orden de ideas considero ajustadas y pertinentes las partidas fijadas. Me explico: habida cuenta que el juez ha previsto se adicione intereses a tasa activa desde la producción del daño, resulta que las cantidades históricas asignadas en la sentencia corresponden a lo estimado en la demanda (ver fs. 31). No veo, entonces, razón para proponer un apartamiento de lo que, lejos de ser arbitrario, coincide con lo reclamado.

Propongo su confirmación  para cada una de las actoras.

Concluyendo: propongo modificar la sentencia aumentando la cuantía por las pérdidas económicas por muerte para Julia Miraglia a $30.000 y para Emilse Miraglia a $50.000, y confirmarla en todo lo demás que fuera materia de agravio, con costas de alzada a cargo de las demandadas vencidas.

Por razones análogas a las expuestas por el Dr. Liberman, el Dr. Galmarini vota en el mismo sentido.

La Dra. Pérez Pardo no firma por encontrarse en uso de licencia (art.109 del RJN).

 

Con lo que terminó el acto. Firmado: Víctor Fernando Liberman y José Luis Galmarini. Es copia fiel  del original que obra en el Libro de Acuerdos de esta Sala. 





Jorge A. Cebeiro





Secretario de Cámara   
///nos Aires,                     de noviembre de 2012.

Y VISTOS: Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo que antecede, se modifica la sentencia apelada aumentando la cuantía de la indemnización por las pérdidas económicas para Julia Miraglia a $30.000 y para Emilse Miraglia a $50.000, y confirmarla en todo lo demás que fuera materia de agravio, con costas de alzada a cargo de las demandadas vencidas.
Difiérese regular los honorarios de alzada hasta tanto el señor juez fije los de la instancia anterior.

La Dra. Pérez Pardo no firma por encontrarse en uso de licencia (art.109 del RJN).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.-
      VICTOR FERNANDO LIBERMAN         JOSE LUIS GALMARINI









(P.A.S.)
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